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Introducción




    ♦ ♦ ♦




    Muchísimas son las personas cuya vivienda, el local donde desarrollan su actividad profesional o su segunda residencia es de alquiler, habiendo celebrado un contrato de arrendamiento urbano en el que han asumido determinadas obligaciones y derechos, que en no pocas ocasiones son desconocidos o mal interpretados, causando innumerables problemas y litigios.




    Los arrendamientos urbanos constituyen, sin duda alguna, una de las especialidades jurídicas sobre la que más discuten los especialistas y de la que se han escrito más monografías. El presente libro, lejos de ser una obra meramente académica, pretende exponer de forma clara y práctica los conceptos más importantes de dicha materia.




    El lenguaje que se ha utilizado es sencillo, a fin de hacer de este libro una obra asequible para cualquier persona, incluso para todas aquellas que no se han acercado nunca a un texto jurídico. Se ha intentado, por tanto, huir de una terminología excesivamente profesional y complicada cuando ha sido posible. No obstante, puesto que en un libro de las características del presente es imprescindible utilizar expresiones que no son de uso habitual, se ha considerado conveniente incluir, al final de cada uno de los capítulos, un breve pero completo apéndice de términos jurídicos que defina aquellas palabras acerca de las cuales pudieran surgir dudas en cuanto a su significado exacto.




    A lo largo del texto será frecuente hallar opiniones expuestas por algunos de los más reconocidos expertos en la materia, numerosos ejemplos cuidadosamente seleccionados entre supuestos reales, cuya aparente sencillez no está en absoluto reñida con su rigor, así como diversos casos conflictivos que han sido abordados por los tribunales de justicia.




    La finalidad eminentemente divulgativa de este libro queda también demostrada mediante la reproducción de diversos modelos de contratos (de arrendamiento de vivienda, de arrendamiento de un local comercial, etc.), de escritos diversos importantes (notificación de aumento de la renta por obras de mejora, notificación de la necesidad de realizar obras de conservación, etc.).




    Por último, solamente resta indicar que si bien esta obra nunca puede sustituir el consejo concreto que un especialista en arrendamientos urbanos (un abogado, un administrador de fincas, etc.), puede facilitar para un problema determinado que pueda plantearse, puede dar una idea general acerca de la evolución histórica de la materia, de la trascendencia que la nueva LAU tiene en los contratos suscritos antes de su vigencia y, sobre todo, qué régimen debe aplicarse a los contratos celebrados desde la entrada en vigor de dicha ley.


  




  

    
CAPÍTULO I


    EVOLUCIÓN LEGISLATIVA




    ♦ ♦ ♦




    Los orígenes del contrato de arrendamiento hay que buscarlos, como los de la inmensa mayoría de los contratos que existen en el derecho español, en el derecho romano. En el Código civil se distinguen tres clases de arrendamientos: el de cosas, el de obras y el de servicios (así lo especifica el artículo 1.542).




    Estos tipos de arrendamiento son muy distintos entre sí, puesto que recaen sobre realidades muy diferentes. No obstante, como en la antigua Roma el concepto de arrendamiento era unitario, en los países cuyos ordenamientos siguen esta tradición se ha mantenido esta distinción como es el caso de España, Francia e Italia, por ejemplo.




    Por el arrendamiento de cosas, una parte (el arrendador) cede una cosa —un coche, una casa, un ordenador, etc.— a la otra (el arrendatario), por un tiempo determinado, a cambio de recibir de esta el pago de un precio (artículo 1.543).




    Mediante el arrendamiento de obras (artículo 1.544), el arrendador se obliga ante el arrendatario a ejecutar una obra determinada —por ejemplo, que un abogado emita un dictamen— a cambio de recibir el precio convenido.




    Por último, el arrendamiento de servicios es aquel contrato en virtud del cual, el arrendador se compromete a prestar un servicio y como contraprestación, recibe del arrendatario la cantidad convenida (artículo 1.544).




    Ignorando los arrendamientos de obras y de servicios, vamos a centrarnos en el arrendamiento de cosas y, más concretamente, en el arrendamiento de fincas urbanas.




    
Los arrendamientos urbanos antes del Código civil





    Como ya ha quedado dicho, el contrato de arrendamiento, tal y como lo conocemos en España, es de origen romano. Pese a que los romanos poseían un concepto unitario del arrendamiento, comprobaron la necesidad de dotar de un ordenamiento específico al alquiler de predios urbanos.




    Tras el establecimiento de la corte en Madrid, y bajo el reinado de Carlos IV, se dictó una legislación excepcional reguladora de los arrendamientos de construcciones que se incorporó al conjunto normativo conocido como la «Novísima Recopilación» y que se caracterizaba por la enorme limitación de los derechos de los arrendadores en contraste con la amplia libertad de la que gozaban los arrendatarios.




    Este régimen cambió con la progresiva liberalización del derecho privado español acaecida en la primera mitad del pasado siglo XIX, que influyó, como no podía ser de otra forma, en el contrato de arrendamiento de fincas urbanas. Sirva como ejemplo una ley, fechada en el año 1842, mediante la cual las partes podían estipular en el contrato que, sobre «las casas y otros edificios urbanos» celebrasen las cláusulas, pactos y estipulaciones que libremente convinieren, sin cortapisa alguna, incluso en todo lo que se refería al precio y al plazo de duración del contrato. De forma paralela, se dictaron otras normas que vinieron a facilitar enormemente el ejercicio del comercio y alzaban las tasas de jornales y precios. Así, por influencia de la ideología liberal, se dio paso a un régimen de mayor preponderancia —por no decir absoluta— de la autonomía de la voluntad privada.




    Según señala un autor tan prestigioso como D. José Luis Lacruz, un régimen plenamente liberal tenía numerosos inconvenientes, pero, al mismo tiempo, en lo que se refiere al problema de la habitación, los efectos fueron ciertamente beneficiosos.




    El Código civil (que data del año 1889) responde a dicha ideología, dando primacía a la posición del propietario y no imponiendo límite alguno a la libertad contractual de los interesados.




    
Los arrendamientos urbanos en el Código civil





    El Código civil, coherente con su idea de otorgar a las partes absoluta libertad para contratar, regula de forma muy parca y con carácter básicamente dispositivo el arrendamiento de fincas urbanas. Como dato curioso, téngase en cuenta que, con carácter específico y exclusivo para los arrendamientos de fincas urbanas, sólo existen tres artículos, regulándose otros aspectos de la materia de forma general para los contratos de arrendamiento o con carácter compartido con los arrendamientos rústicos.




    Los artículos consagrados en exclusiva a los arrendamientos de «predios urbanos» son los 1.580, 1.581 y 1.582, que estipulan, a falta de pacto expreso entre las partes al respecto, quién es la persona obligada al pago de las reparaciones, cuál es el plazo por el que se considera celebrado el contrato así como el de arriendo de los muebles de la casa o el local que se hubiese alquilado.




    En otros artículos del Código se regulan aspectos diversos del contrato de «fincas urbanas» o «construcciones», pero no con carácter exclusivo, o sea, que son normas que también se aplican a las llamadas «fincas rústicas», siendo los más importantes los preceptos que se refieren a la capacidad para celebrar el contrato (artículo 1.548) y a los derechos y obligaciones de los contratantes (artículos del 1.554 al 1.574, ambos inclusive).




    Según la vigente LAU, los arrendamientos de vivienda se rigen, de forma imperativa, por la ley y en defecto de esta, por lo que las partes hayan convenido y, solamente si la ley nada prevé y si las partes nada hubieren pactado al respecto, será de aplicación el Código civil.




    Los arrendamientos de vivienda suntuaria (aquellas cuya superficie sea superior a trescientos metros cuadrados o en los que la renta inicial en cómputo anual exceda de 5,5 veces el salario mínimo interprofesional, calculado anualmente) se regirán por la voluntad de las partes, en su defecto, por la ley y en caso extremo por el Código civil.




    Los arrendamientos para uso distinto de la vivienda (locales de negocio, industrias, etc.) se regulan, con carácter general, por la voluntad de las partes, excepto algunos de sus aspectos que se regirán, necesariamente, por la ley y por el Código civil si es preciso. Un sencillo ejemplo ayudará a ilustrar lo que se acaba de exponer:




    

      El señor K. y la sociedad X. celebran un contrato de arrendamiento sobre un almacén en el que establecen que X. pague al señor K. una renta anual de 7.200 €, pagadera por meses, pero, en cambio, omiten cualquier referencia en cuanto a la duración del contrato. Puesto que la ley no estipula nada al respecto con carácter obligatorio, debería aplicarse, en este supuesto, el artículo 1.581 del Código civil, cesando el contrato al cabo de un año y no de un mes, ya que, según la jurisprudencia, el plazo a tener en cuenta tendría que ser el periodo de tiempo tomado como tipo para fijar el alquiler —un año— y no los plazos de pago, sin necesidad de que el señor K. requiriese especialmente a X. al respecto.


    




    Como se ha visto, el régimen de los arrendamientos de fincas urbanas que se recoge en el Código civil sólo se aplicará de forma subsidiaria a los contratos de alquiler que sobre pisos o locales se celebren o se hayan celebrado a partir de la entrada en vigor de la LAU.




    No obstante, puesto que se trata de normas que no han sido derogadas y que, por tanto, seguirán regulando algunos contratos de arrendamiento, aunque sean poco numerosos, se ha considerado precisa su íntegra reproducción al final del presente capítulo.




    
Los arrendamientos urbanos hasta 1964





    La escasez de viviendas y de locales de negocio fue un problema que apareció en la segunda mitad del siglo pasado y los primeros años del presente a causa del constante aumento de la población, debido en buena parte a los progresos de la medicina.




    La primera guerra mundial, acaecida entre los años 1914 y 1918, provocó una importante tasa de inflación. Los precios de las mercancías aumentaron en mayor proporción que los salarios, lo cual obligó a los poderes públicos a intervenir promulgando la contención de las rentas.




    En el año 1920 se dictó, por primera vez en España, una norma por la cual se limitaba la facultad de despedir, sin más, al arrendatario al expirar el plazo contractual y la posibilidad de aumentar libremente los alquileres. No es ajena a esta corriente tuitiva o proteccionista, el peso, cada vez mayor, que en la sociedad del primer cuarto del presente siglo tuvieron los arrendatarios, numéricamente mucho más importantes que los propietarios. Otras normas de similares características datan de los años 1931 y 1936.




    La siguiente fecha que conviene tener presente en el desarrollo histórico y cronológico de la materia es la de 1946, cuando se dictó la primera Ley de Arrendamientos Urbanos, reformada en años posteriores. Dicha ley estuvo vigente casi veinte años, puesto que no fue hasta 1964 que se promulgó la ley que ha estado en vigor hasta que ha entrado en vigor la LAU, ley que constituye el objeto del presente manual, aunque ya en el año 1985 se puso punto y final al régimen de la «prórroga forzosa» y a las «rentas congeladas».




    En general, lo que caracterizó a las leyes que durante el periodo comprendido entre los años 1946 y 1964 se dictaron en relación con los arrendamientos urbanos fue que establecieron la prórroga del plazo de vigencia del contrato, que llega a subsistir incluso tras el fallecimiento del arrendatario.




    
La Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964





    Como se ha dicho, hasta fechas recientes ha estado vigente la Ley de Arrendamientos Urbanos del año 1964, texto que hasta la trascendental reforma operada por el popularmente denominado «Decreto Boyer» del año 1985, ha venido regulando numerosos contratos de arrendamiento de fincas urbanas.




    La razón por la que fue dictada la LAU del año 1964 cabe buscarla en la innumerable gama de problemas que surgieron en los tribunales hasta aquella fecha en relación con los arrendamientos. Por ello, se trataba de una ley no siempre clara en su contenido y con abundantes excepciones, reservas, etc.




    Según señala el catedrático D. Manuel Albaladejo, el objeto que perseguía dicha ley era «la protección efectiva de los arrendatarios», ante los posibles abusos que, derivados de una situación de escasez de viviendas y locales comerciales, pudieren llevar a cabo los propietarios. A dicho fin responde, por ejemplo, la «irrenunciabilidad» a los beneficios que la ley otorgaba a los arrendatarios, excepto en supuestos muy específicos y dejando en todo caso aparte el «derecho de prórroga» al cual no se podía renunciar en ningún caso.




    La Ley de Arrendamientos Urbanos a la que nos referimos se aplicaba tanto al alquiler de viviendas, amuebladas o no, como al de locales de negocio, quedando fuera de su ámbito de aplicación los arrendamientos de las industrias (cuya distinción con los locales de negocio no era siempre clara ni mucho menos), los arrendamientos de temporada, los de viviendas que ocuparen los porteros o guardas por razón de su actividad y los de locales ocupados por círculos o casinos recreativos.




    Una característica básica de la ley del año 1964 fue la existencia del derecho a prorrogar, por la sola voluntad del arrendatario, la duración del contrato mediante la «subrogación» si se trataba de viviendas, o el «traspaso» si se trataba de un local de negocio. Es lo que, en general, se denominó «la prórroga forzosa», que fue derogada el año 1985, según se comentará después.




    La «prórroga forzosa» se regulaba en el artículo 57 de la ley, y según la misma, cualquiera que fuera la fecha de ocupación de la vivienda o del local de negocio, llegado el día del vencimiento del plazo pactado, este se prorrogaba obligatoriamente para el arrendador y potestativamente para el arrendatario, sin necesidad de formalidad alguna. Conviene tener en cuenta además que, según el artículo 58, al fallecer el inquilino se podía subrogar en la posición del arrendatario, es decir, podía pasar a ser arrendatario el cónyuge, los descendientes, los ascendientes o, incluso, los hermanos de este. Más aún: en la posición de estos «subrogados» se podían, a su vez, subrogar el cónyuge o los descendientes de los mismos (artículo 59). Es cierto que la LAU preveía ciertos supuestos en los que el arrendador podía denegar al arrendatario la prórroga del contrato, pero no es menos cierto que se trataba de supuestos excepcionales (no uso de la vivienda por el inquilino, necesidad de derruir el edificio, etc.).




    Para comprender la magnitud del problema que para los arrendadores se planteaba con la «prórroga forzosa», vamos a exponer un sencillo ejemplo:




    

      Un propietario arrendaba, estando en vigor la LAU de 1964, una vivienda a otra persona por un plazo de diez años. Llegado el plazo pactado, el arrendatario, sin necesidad de notificar su intención al arrendador y solamente permaneciendo en la vivienda, tenía derecho a permanecer (él y toda su familia, se entiende) durante diez años más en la misma y así sucesivamente. Al fallecer el arrendatario, la situación no variaba en absoluto para el arrendador, ya que el cónyuge del arrendatario, previa notificación al arrendador del fallecimiento de este, adquiría el pleno derecho a permanecer en la vivienda por iguales plazos de, en nuestro ejemplo, diez años. La situación se prolongaba todavía más, ya que, según hemos visto, la posición del cónyuge subrogado la podía ocupar, al fallecer este, un descendiente. Así, pues, suponiendo que el contrato se hubiese celebrado cuando el inquilino tenía treinta y cinco años, que este falleciese a los setenta y cinco años, que su cónyuge lo sobreviviera cinco años y que a la muerte de este se subrogase un descendiente que no falleciese, a su vez, hasta treinta años después, nos encontraríamos con un contrato que, pese haberse pactado, en su día, por un plazo de diez años, se habría convertido en un contrato de setenta y cinco años de duración, con lo cual, lo más seguro es que la carga del contrato hubiese pasado a los herederos de quien actuó como arrendador o, incluso, a los herederos de estos herederos, por lo que, habitualmente, los contratos de alquiler se solía decir que eran por tiempo indefinido.




      Es cierto que la ley exigía al descendiente que se deseara subrogar, una convivencia con el fallecido de, al menos, dos años, pero no es menos cierto que, como la práctica se encargó de demostrar, las actuaciones fraudulentas en el sentido de crear falsas apariencias de descendientes que supuestamente convivían con sus padres o abuelos fueron muy habituales.




      Otro rasgo que definió este texto legal y que vino a agravar el anterior problema de los contratos sometidos a prórroga forzosa, fue el de la congelación de las rentas. Mientras subsistiese el contrato o sus prórrogas, el arrendador percibía, prácticamente siempre, la misma renta. Pese a que la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 preveía ciertas fórmulas y posibilidades de actualización de las rentas, se consideró que dichas disposiciones eran demasiado tímidas, insuficientes e inicuas.




      Algunos autores han destacado, como otra elemento importante de la ley, el carácter familiar de la misma, ya que a lo largo del texto era frecuente hallar ejemplos de protección de los familiares del arrendatario.




      Así, señala Lacruz los siguientes casos: la posibilidad de que los familiares sucedieran al arrendatario al fallecimiento de este o, incluso, en vida mediante la cesión del contrato sin necesidad de consentimiento del arrendador y el ejercicio de una pequeña industria por parte de los parientes en la vivienda, sin que el contrato se alterase (es decir, sin que tuviera la consideración de local de negocio, etc.).




      Por último, es importante señalar que un régimen tan proteccionista para el arrendatario como el contenido en la LAU del año 1964 dio lugar a innumerables injusticias para los propietarios, quienes veían cómo las rentas que obtenían por los pisos y locales que tenían arrendados no eran suficientes ni para atender a las mejoras que los inquilinos reclamaban en las viviendas que ocupaban y que, salvo en los casos en que eran obligatorias, no eran atendidas por aquellos.




      Esta situación provocó que muchos edificios presentaran un aspecto descuidado y, al mismo tiempo, que a muchos arrendatarios les fuese ofrecida, a precios económicos, la adquisición de la vivienda que hasta entonces ocupaban como simples inquilinos.


    




    
El Decreto Boyer de 1985





    El 30 de abril de 1985 se dictó un Real Decreto ley de índole económica y fiscal, conocido como el Decreto Boyer por ser este su inspirador y artífice, mediante el cual se intentó paliar la injusta situación que para los arrendadores se había creado, ya que supuso la desaparición de la prórroga forzosa con carácter obligatorio para los contratos de arrendamiento que se celebraran a partir del día 8 de mayo de aquel año, fecha en que dicho Real Decreto ley entró en vigor.




    Dos son los artículos del mencionado texto legal que nos interesan, por hacer referencia a los arrendamientos urbanos.




    El primero de ellos es el artículo 8, en virtud del cual se autorizaba a los propietarios o a los arrendatarios, con el consentimiento de aquellos, la transformación de viviendas en locales de negocio, siempre que se tratara de actividades no prohibidas por ley o por los estatutos de la comunidad de propietarios en la que se hallaren y se obtuvieran los pertinentes permisos o autorizaciones administrativas, si fuesen necesarias.




    La finalidad de dicha norma era luchar contra la economía sumergida que, en forma de pequeños talleres, funcionaba en viviendas particulares. De hecho, se trataba de una norma ventajosa tanto para el arrendatario, que veía así regularizada su situación y, en caso de controversia, podía recabar el auxilio de los tribunales, como para la Hacienda pública, ya que aumentarían las personas sujetas al Impuesto sobre Actividades Económicas sin tener que aumentar las inspecciones, al darse de alta como autónomos en la mayoría de los casos.




    El otro artículo que nos interesa es el artículo 9, en virtud del cual, los contratos de arrendamiento de viviendas o locales de negocio celebrados a partir de su entrada en vigor, tendrían la duración que libremente estipulasen las partes contratantes, sin que les fuera aplicable forzosamente el régimen de prórroga forzosa establecido en el artículo 57 de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 y sin perjuicio, no obstante, de la tácita reconducción del artículo 1.566 del Código civil, según el cual, si al terminar el contrato, el arrendatario disfrutaba durante quince días de la vivienda o el local sin oposición del arrendador, el contrato se entendía prorrogado. Los contratos anteriores, no obstante, seguían sometidos al régimen de la ley, por lo que a estos sí se les aplicaba la prórroga forzosa. Conviene recordar, como se ha dicho, que la posibilidad de excluir el sometimiento del contrato al régimen de la «prórroga forzosa» sólo era aplicable a los contratos de arrendamiento que se celebraran a partir del 8 de mayo de 1985, cuando entró en vigor el Decreto Boyer.




    La LAU de 1964, con la importante reforma del año 1985, estuvo vigente hasta el día 1 de enero de 1995, cuando entró en vigor la Ley de Arrendamientos Urbanos de 24 de noviembre de 1994 (ley 24/1994, publicada en el BOE del 25 de noviembre), cuyo estudio constituye el objeto del presente libro.




    
La necesaria reforma de los arrendamientos urbanos: la LAU de 1994





    Antes de promulgarse la LAU ahora en vigor, el marco legal de los arrendamientos urbanos en España estaba conformado por dos grandes grupos de contratos:




    — En primer lugar, los contratos de arrendamiento celebrados antes de que entrara en vigor el Decreto Boyer, que se caracterizaban, como se ha dicho, porque su duración llevaba aparejada la prórroga forzosa y porque sus rentas no sólo eran, por lo general, bajas, sino que respecto a muchos de ellos (básicamente, los celebrados antes de publicarse la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964) eran muy poco o nada rentables.




    — En segundo lugar, aquellos contratos (aproximadamente, el 20 % del total) de arrendamientos de fincas urbanas celebrados a partir de la vigencia del Real Decreto ley 2/1985, de rentas más elevadas y de duración, salvo raras excepciones, corta o, incluso, muy corta, no siendo excepcionales los contratos de un solo año de duración.




    Según datos oficiales, el porcentaje de viviendas principales en alquiler descendió, en los quince años que mediaron entre 1970 y 1985, desde un 30 % hasta un poco más del 16 %, observándose una ligera tendencia alcista a partir de aquel año, que alcanzó su punto culminante en 1990, con un 18 % de viviendas en alquiler sobre el conjunto total de viviendas existentes.




    Además, si se comparaban dichos datos con los del conjunto de los demás países de la Unión Europea, se observaba que solamente en Grecia el porcentaje de viviendas en alquiler era inferior al de España, contrastando con las cifras de Holanda (con más de 55 % de viviendas en alquiler), con las de Alemania (cuyo porcentaje alcanza casi el 58 %) o con las de la media de todos los países, que era del orden de, aproximadamente, un 30 %.




    Dichos datos permiten constatar un hecho claro y evidente: el arrendamiento no era una alternativa atractiva ni para los posibles arrendadores (aquellas personas o empresas que podrían poner viviendas en el mercado para que fueren arrendadas) ni para los potenciales arrendatarios (es decir, todo aquel conjunto de ciudadanos que optaren por habitar una vivienda en régimen de alquiler).




    Ante la evidencia de tales hechos, era necesario poner remedio a dicha situación, fomentando los arrendamientos urbanos, fructificando, los esfuerzos efectuados en este sentido, en la nueva LAU, también llamada ley 29/1994 de Arrendamientos Urbanos, en fecha del 24 de noviembre y que entró en vigor el 1 de enero del año 1995.




    La finalidad última de la LAU de 1994 es, según la «Exposición de motivos» que precede al texto normativo, «coadyuvar a potenciar el mercado de los arrendamientos urbanos como pieza básica de una política de vivienda orientada por el mandato constitucional consagrado en el artículo 47, de reconocimiento del derecho de todos los españoles a disfrutar de una vivienda digna y adecuada».




    Dicho objetivo se pretende alcanzar de dos maneras: por una parte, mediante el establecimiento del equilibrio adecuado entre las respectivas obligaciones de arrendador y arrendatario y, por otra, mediante el mantenimiento de cierta tutela en los arrendamientos de vivienda, dejando a la libre voluntad de las partes la regulación de los contratos de arrendamiento que recaigan sobre edificaciones destinadas a otros usos (básicamente locales comerciales).




    El objeto del presente manual es tratar de exponer, de la forma más sencilla y a la vez completa posible, cuál es el contenido de la LAU actualmente en vigor, empezando, en los siguientes capítulos, por analizar cómo ha afectado la promulgación de esta ley a los contratos de arrendamiento celebrados al amparo de la normativa anterior.




    

      
VOCABULARIO DE TÉRMINOS JURÍDICOS





      Arrendamiento: Denominación genérica bajo la cual se encuadran, según el Código civil, tres contratos muy distintos entre sí: el de cosas, el de obras y el de servicios. El «arrendamiento de cosas», del cual forman parte los arrendamientos de fincas urbanas, es aquel contrato por el que se cede temporalmente el uso de una cosa no consumible a cambio de un precio. Por el «arrendamiento de obras», una persona se obliga a ejecutar una determinada obra a favor de otra persona, quien tiene que pagar a la primera el precio que hayan convenido. El «arrendamiento de servicios» es aquel contrato en virtud del cual una parte se compromete a prestar a otra un servicio a cambio de una remuneración.




      Arrendador: Es aquella persona que se obliga a ceder el uso de la cosa (en el arrendamiento de cosas), ejecutar la obra (en el arrendamiento de obras), o prestar el servicio (en el arrendamiento de servicios). En el arrendamiento de una finca urbana, el arrendador será aquel que se comprometa a ceder el uso de la vivienda, el local, etcétera; coincidiendo, en muchas ocasiones, con la figura del propietario.




      Arrendatario: Es aquella persona que adquiere el uso de la cosa (en el arrendamiento de cosas) o el derecho sobre la obra o servicio (en el arrendamiento de obras o de servicios, respectivamente). En el arrendamiento de una finca urbana, el arrendatario será aquel que use la vivienda, el local, etc., a cambio de pagar la renta pactada. Antes de la nueva LAU, al arrendatario de una vivienda se le denominaba también «inquilino». Ahora tal denominación ha desaparecido.





OEBPS/Images/cover.jpeg
ALQUILERES





